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Miguel Hernández y la Judialización de la Historia 

 

Juan A. Ríos Carratalá  

con una introducción de Adrian Shubert  

y Antonio Cazorla Sánchez 

 

Introducción 

 

En noviembre de 2022, el alcalde de Madrid, José Luís Martínez-

Almeida (Partido Popular), inauguraba una escultura de tres metros de altura en 

el céntrico Paseo de la Castellana. Esta representa a un legionario español 

vestido a la antigua usanza, es decir cuando el cuerpo combatió en la Guerra de 

Marruecos durante los años veinte y en la Guerra Civil española de los años 

treinta o, dicho de otra manera, cuando los legionarios mataban a los invadidos 

marroquíes, civiles incluidos, o a los españoles que defendían el gobierno 

legítimo de la República. En su discurso de alabanza a la Legión, el alcalde 

madrileño hizo una marcada referencia, muy aplaudida por el público, al hecho 

de que los tribunales habían anulado la decisión del ayuntamiento progresista 

anterior, asesorado por una comisión de expertos independientes (entre los que 

había varios académicos y pensadores de signo conservador), de quitar el 

nombre de José Millán-Astray, el fundador de la Legión, a una calle de la 

ciudad. La sentencia judicial se entendió por muchos observadores, incluidos 

quienes firmamos este artículo, como una interpretación más que dudosa de la 

no aplicabilidad al caso de la llamada Ley de Memoria Histórica de 2007 y la 

Ley de Memoria Democrática, aprobada por el parlamento español -con fuerte 

oposición el Partido Popular y del ultraderechista VOX- sólo unos días antes, 

en octubre de 2022. Como se sabe, ambas leyes prohíben la exaltación de 

individuos o grupos involucrados con la rebelión de julio de 1936 y la dictadura 

franquista. 

Millán-Astray fundó la Legión en 1920, su segundo en el proyecto fue 

el entonces comandante Francisco Franco. Aquél se sumó al golpe de Estado de 

este en 1936, fue incluso durante un tiempo jefe de la oficina de propaganda del 

Caudillo. Sin embargo, los jueces decidieron que, por no haber participado en 

el complot militar, no eran aplicables a Millán-Astray las citadas leyes. Esta 

extravagante interpretación de la Ley y de la Historia por parte de jueces no es 

nueva en España. Otro juez, en este caso descendiente directo de varios 

destacados almirantes franquistas, y quien nunca ocultó su identificación con la 

dictadura, bloqueó con impunidad durante meses la exhumación y el traslado 

del cuerpo de Franco del Valle de los Caídos (ahora Valle de Cuelgamuros) en 

2019. Hay más casos similares, pero, aunque no es el más espectacular o 

mediático, quizás ninguno más perverso en sus implicaciones para la profesión 

de historiador que el del profesor Juan Antonio Ríos Carratalá, que él mismo 

detalla más abajo. 

En marzo de 2025, este catedrático de Literatura de la Universidad de 

Alicante, especialista en los escritores españoles de mediados del siglo pasado, 



 

51 

fue condenado por una jueza de Cádiz por afirmar en su libro Nos vemos en 

Chicote que Antonio Luis Baena Tocón -el secretario del juzgado militar que 

instruyó el sumario que condenó a muerte al poeta Miguel Hernández, y a otras 

muchas personas más, algunas de las cuales fueron ejecutadas (a Hernández lo 

mataron de hambre y enfermedad cuando todavía estaba preso)- fue un «hombre 

de tenebrosos recuerdo». Denunciado por su hijo, la jueza impuso al profesor 

Ríos el pago de una indemnización de 10.000 euros y una rectificación por 

escrito de tal afirmación. Los detalles y la crítica a la sentencia del afectado 

aparecen abajo descritos en detalle por el propio profesor Ríos. Por nuestra 

parte, solo nos queda decir tres cosas. Una, que no hay lugar para los jueces en 

la Historia. Dos, si alguien piensa que España no tiene un problema con el trato 

de sus jueces a la Historia reciente, se equivoca, como el otro caso citado y 

muchos omitidos demuestran. Y, tres, y esta es la conclusión, si esta aberración 

jurídica se mantiene, ningún investigador, empezando por quienes escribimos 

sobre la Guerra Civil y la dictadura de Franco, podrá sentirse seguro, ya que en 

cualquier momento un juez podrá exigirnos parámetros jurídicos, que 

supuestamente son neutrales y científicos, para cualquier afirmación que 

hagamos. Y eso a pesar de que todos sabemos que ni la Justicia ni la Historia 

funcionan así. Por poner un ejemplo, durante la larga noche de la dictadura de 

Franco, e incluso en los primeros años de la Transición, la Justicia amparó las 

mentiras y los abusos del régimen. Y, por supuesto, ningún juez o fiscal ha 

respondido jamás ante la propia Justicia por estas y otras canalladas. Dejamos 

ahora la palabra y los detalles del caso a nuestro colega español. 

 

La necesidad del debate 

 

El debate es consustancial con la tarea del historiador. Así lo reconoce 

la doctrina del Tribunal Constitucional (STC, 43/2004) cuando señala que la 

investigación histórica es «siempre, por definición, polémica y discutible, por 

erigirse alrededor de aseveraciones y juicios de valor sobre cuya verdad objetiva 

es imposible alcanzar plena certidumbre». Esto es, la verdad objetiva e 

inamovible no existe en términos históricos. El debate requiere libertad de 

expresión, investigación y cátedra, especialmente protegidas por la doctrina del 

Tribunal Constitucional para lo relacionado con la «libertad científica» (STC, 

43/2004). Así como la garantía legal de que cualquier conclusión o valoración, 

aunque resulte molesta a quienes no la comparten, pueda ser manifestada sin la 

amenaza de la censura o la penalización por la vía jurídica, siempre que el 

historiador respete unos mínimos de diligencia y evite expresiones tan 

innecesarias como gravemente vejatorias.  

Sin embargo, y aunque sea con un carácter minoritario, cincuenta años 

después del fallecimiento del general Franco todavía hay ciudadanos en España 

dispuestos a sustituir el debate histórico por la judicialización de la historia.  El 

objetivo, nunca reconocido, de estas aisladas iniciativas que chocan con la 

doctrina del Tribunal Supremo es ejercer la censura, acallar al discrepante y 

penalizarlo con una condena, siempre que por el camino encuentren un juez 
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dispuesto a contradecir la jurisprudencia en materia de una libertad de expresión 

acrecida para los trabajos académicos de carácter histórico e, incluso, a obviar 

la legislación vigente acerca de la memoria democrática (Ley 20/2022). 

La judicialización de la historia supone el abrupto final del debate acerca 

de la misma, como explica Sergio del Molino en el artículo «¿Mató mi abuelo 

al tuyo?» publicado en El País el 5 de abril de 2025 a raíz del caso que nos 

ocupa. Asimismo, colegas de Derecho Civil e Historia del Derecho han incidido 

en la misma idea. El artículo de Víctor J. Vázquez titulado «El juez, la verdad y 

el historiador» (Diario de Sevilla, 28-IV-2025) es un ejemplo refrendado por 

otros juristas preocupados por la repercusión de la sentencia aquí abordada en 

su vertiente histórica. La preocupación es compartida en el ámbito académico. 

Los comunicados de la Asociación de Historia Contemporánea (14-III-2025) y 

la Asociación de Historiadores de la Comunicación (3-IV-2025) así lo pusieron 

de manifiesto. 

La sentencia dictada el 5 de marzo de 2025 por un juzgado de primera 

instancia de Cádiz me condena por intromisión en el honor del alférez Antonio 

Luis Baena Tocón (1915-1998), secretario del Juzgado Militar de Prensa donde 

fueron instruidos el sumario de Miguel Hernández y los de otros escritores 

republicanos (Ríos Carratalá, 2015, 2022, 2023 y 2025). La sentencia, ya 

recurrida por la Fiscalía Provincial de Cádiz, es un hito en el proceso de acoso 

por la vía mediática y judicial que por parte del demandante sufro desde la 

primavera de 2019. Los orígenes y los primeros pasos del mismo quedaron 

explicados en un anterior artículo (Ríos Carratalá, 2021). La cruzada iniciada 

por uno de los hijos del citado alférez cuenta con sentencias contrarias a sus 

intereses del Tribunal Supremo (STS 374/24), la Audiencia Nacional (fechada 

el 17-VI-2022) y el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana 

(305/2024). 

El litigio todavía no ha finalizado. Al margen de que la prensa se ha 

hecho eco del mismo, una revista universitaria dedicada a los estudios históricos 

no es el lugar adecuado para analizar la vertiente jurídica del caso. El motivo 

del presente artículo es mostrar que la juzgadora no solo participa en el debate 

acerca de una cuestión histórica -las competencias teóricas o efectivas del 

secretario instructor en un sumarísimo de urgencia-, sino que defiende una 

conclusión solo a partir de lo manifestado por el demandante, un jubilado sin 

estudios oficiales de carácter histórico, y condena al tiempo que descalifica 

profesionalmente al catedrático en su función de historiador porque mantiene 

otra distinta basada en años de investigación 

 

Ocultamientos y tergiversaciones 

 

El historiador que, para sustentar una conclusión, obvia la 

documentación contraria a la misma y sobrevalora la favorable atenta contra la 

ecuanimidad y el rigor metodológico. Esta circunstancia, para entendernos con 

un ejemplo entre otros, está presente en la sentencia cuando prescinde de los 

insultos y descalificaciones del demandante documentados a lo largo del 
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proceso: trilero, inquisidor, bohemio, ignorante, manipulador, falsificador, 

difamador, patético, panfletario, colérico, mercader de cadáveres, maestro 

ciruela, trilero de la calle Sierpes, curioso personaje y supuesto intelectual. Sin 

embargo, la juzgadora considera vejatorio que en una comunicación de un 

congreso -circunstancia obviada- el demandado manifieste conservar un 

recuerdo «tenebroso» del personaje histórico. 

Los historiadores saben que el análisis de un testimonio o un texto 

requiere su contextualización. A pesar de lo documentado durante el proceso, la 

sentencia obvia que el demandado no solo da cuenta de la web del demandante 

-antonioluisbaeanatocon.es- en sus trabajos, sino que también se manifiesta 

favorable a colaborar con él para fundamentar la memoria del alférez. Nada dice 

al respecto la sentencia para, al igual que un historiador dispuesto a redondear 

su tesis, caracterizar a quien pretende ofender la memoria de un personaje 

histórico en vez de analizar, como investigador, su comportamiento en un 

juzgado “ilegal” e “ilegítimo” (art. 5 de la Ley 20/2022). 

Además de contextualizar los documentos y testimonios, el historiador 

debe establecer la naturaleza y el alcance de los mismos para su posterior 

análisis. La sentencia solo aborda el proceso de Miguel Hernández y obvia, sin 

mediar explicación, la serie documental de los sumarios analizados en los 

trabajos del demandado. De hecho, el alférez aparece en la instrucción de varios 

sumarios del Juzgado Militar de Prensa y la sentencia cita exclusivamente uno 

de los seguidos contra el poeta. La valoración de un documento sin tener en 

cuenta la serie en la que se sitúa es un error para cualquier historiador y prueba 

una escasa diligencia. 

La sentencia, para establecer unas conclusiones acerca de la 

participación del alférez en el sumario 21001 de Miguel Hernández, se ocupa 

de tres trabajos donde el citado caso es una mera referencia (Ríos Carratalá, 

2014, 2015a y 2015b). Sin embargo, y a pesar de haber tenido conocimiento de 

la misma a lo largo del proceso, obvia cualquier referencia a la monografía del 

demandado centrada en los sumarios del poeta oriolano (2022). 

Una obligación del historiador es seleccionar las fuentes más fiables de 

los documentos reproducidos o localizados en diferentes contextos. Los 

sumarios de Miguel Hernández cuentan con una edición facsímil del Ministerio 

de Defensa y la Universidad de Alicante. Actualmente es la edición de 

referencia, tanto en papel como en su versión digital de libre acceso. Sin 

embargo, la juzgadora prescinde de la fiabilidad de la documentación y utiliza 

unas fotocopias facilitadas por el demandante. Ni siquiera cita la procedencia y 

localización de los documentos para la efectiva comprobación por parte del 

lector. Este proceder estaría penalizado por parte de cualquier tribunal 

académico. 

La juzgadora condena al historiador por sus inexactitudes, 

extralimitaciones y sensacionalismo tras valorar unos trabajos académicos de 

cuya naturaleza nada dice. Tampoco de los controles que han superado hasta el 

punto de que Nos vemos en Chicote mereció la calificación como «mérito 
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relevante» por parte de la máxima autoridad española en el ámbito de la 

investigación: la CNEAI. 

 

El papel del secretario instructor 

 

El historiador sabe que la legislación o las normativas constituyen un 

referente inexcusable para el conocimiento de la realidad de un período 

histórico.  Mi descripción y valoración de la tarea desempeñada por el alférez 

Baena Tocón en el Juzgado Militar de Prensa durante el período 1939-1940 

parte del análisis de los sumarios analizados. La instrucción de aquellos que 

afectaron a Miguel Hernández, José Robledano Torres, Enrique Martínez 

Echevarría, Manuel Navarro Ballesteros, Joaquín Sama Naharro, Javier Bueno 

Bueno, Alberto Marín Alcalde, Mariano Espinosa Pascual, Serafín Adame 

Martínez, Antonio Fernández Lapina, Sotero Antonio Barbero Núñez, Antoni 

Puigués i Guitart, Antonio Nicas Amato, Baltasar Fernández Cue, Carlos Rivera 

Gómez y Antonio de Hoyos y Vinent cuentan con la firma del alférez. En mis 

citados libros analizo su intervención como secretario instructor y saco las 

oportunas conclusiones. 

El núcleo argumental de la condena radica en una supuesta 

extralimitación a la hora de atribuir actividades y responsabilidades al alférez 

en su trabajo como secretario instructor. Para fundamentar su razonamiento, la 

juzgadora obvia las publicaciones relacionadas con la actividad sumarial del 

oficial instructor, prescinde del Código de Justicia Militar de 1890, así como de 

las órdenes que lo modifican en aquel contexto histórico, y se limita a reproducir 

un párrafo de un artículo (Castro Campano, 2010) que presenta la demanda. La 

referencia bibliográfica del mismo es errónea y, desde luego, la juzgadora obvia 

la competencia profesional del autor y los objetivos de su texto. 

El artículo del archivero Diego Castro Campano no analiza la historia de 

los consejos de guerra sumarísimos de urgencia durante la posguerra. El autor, 

con buen criterio y acierto, recopila la legislación acerca de los mismos, 

incluyendo el párrafo sobre las funciones de los secretarios en la fase de 

instrucción. El problema es que esa información, valiosa si se contrasta con las 

fuentes originales, a menudo contradice la práctica observada en los sumarios 

del Juzgado Militar de Prensa.  

La sentencia presupone que lo dicho en un párrafo del citado artículo se 

corresponde con la práctica histórica y obvia el análisis del conjunto de 

sumarios donde intervino el alférez Baena Tocón. El error metodológico se 

agrava cuando, sin justificación, la sentencia obvia el estudio del sumario 

seguido contra Diego San José, que es el abordado en el artículo publicado en 

2015. Al mismo tiempo, la juzgadora prescinde de los sumarios analizados en 

Nos vemos en Chicote. Por lo tanto, la sentencia pretende, con una 

documentación parcial de un solo caso, rebatir las conclusiones obtenidas del 

análisis de varios sumarios y, además, descalifica y condena las mismas. 

Asimismo, la juzgadora obvia lo expuesto en el estudio monográfico (Ríos 

Carratalá, 2022) sobre el sumario 21001 de Miguel Hernández. Puestos a rebatir 
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algunas de mis conclusiones sobre este consejo de guerra, la sentencia como 

texto que interviene en un debate historiográfico debiera optar por este último 

y no por donde el citado sumario tan solo es una referencia. 

La paradoja se acentúa porque los trabajos académicos objeto del litigio, 

publicados hace más de una década, nunca han sido rebatidos por los 

historiadores. Al margen del demandante, que carece de una formación 

académica como profesional de la historia, nadie ha criticado la valoración del 

papel desempeñado por el alférez Baena Tocón como colaborador necesario 

para la realización de las tareas represivas encomendadas a la jurisdicción 

militar durante la posguerra. 

 

El servicio militar de un veinteañero 

 

Un historiador sabe de la necesidad de un contexto para analizar la 

trayectoria y el comportamiento de cualquier individuo, incluso aquellos que 

permanecen anónimos en el papel secundario de un colaborador. La sentencia, 

a la hora de evaluar la actuación del alférez en el Juzgado Militar de Prensa, 

prescinde de la posguerra, el inicio del régimen del general Franco y, por 

supuesto, de la represión protagonizada por la jurisdicción militar. Ni una sola 

palabra al respecto. El objetivo es presentar al secretario instructor como un 

«veinteañero» obligado a realizar el servicio militar en las tareas burocráticas 

de aquel juzgado. El problema, de salida, es que el soldado terminó 

licenciándose voluntariamente como teniente al cabo de cuatro años, una 

circunstancia imposible para quien solo acude a filas por quedar movilizado. 

El teniente Baena Tocón fue un oficial del ejército. La redundancia de la 

frase puede sorprender, pero más sorprendente es negarla presentándole solo 

como un joven movilizado por su quinta. La consiguiente tarea de 

blanqueamiento se completa cuando, tras una lectura somera de los documentos 

del sumario 21001 donde aparece su firma, la sentencia llega a la conclusión de 

que sus actuaciones resultaron inocuas para la suerte de Miguel Hernández 

como condenado a muerte. De hecho, ni siquiera cita al poeta como víctima. La 

única reconocida a lo largo de la sentencia es el teniente Baena Tocón, que 

participó en la instrucción de, al menos, quince encausados, dos de los cuales 

acabaron fusilados: Javier Bueno y Manuel Navarro Ballesteros. 

El teniente Baena Tocón no condenó a nadie porque nunca presidió un 

tribunal ni participó en el plenario de un consejo de guerra. No obstante, un 

problema de quien asume el testimonio de un hijo y obvia la bibliografía 

académica acerca de estos episodios es centrarse en la ausencia de una firma 

donde nunca pudo estar el firmante y olvidar, en el caso del sumario 21001, la 

existencia de veinte firmas de la misma persona repartidas en doce documentos. 

Estos últimos, con independencia de posibles valoraciones, resultaron decisivos 

para que Miguel Hernández fuera condenado a muerte. El alférez aparece en los 

trabajos objeto del litigio como «colaborador necesario», nunca como 

protagonista destacado del sistema represivo. Sin embargo, para que este último 

terminara fusilando a cerca de cincuenta mil personas fueron precisos 
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numerosos colaboradores. Su presencia está documentada y no cabe que el 

historiador, preocupado por el honor de los descendientes, la oculte falsificando 

así unos hechos que precisan de personas identificadas para no caer en la 

vaguedad o la idealización. 

La Ley de Memoria Democrática de 2022, obviada en la sentencia, 

establece que el Juzgado Militar de Prensa es un órgano ilegal e ilegítimo, 

siendo sus sentencias radicalmente nulas. El legislador atiende así a una realidad 

histórica de tantos otros juzgados militares que cuenta con una amplísima 

bibliografía. Ningún historiador, incluso los situados en el revisionismo acerca 

de la dictadura, niega esta realidad que puede tener distintas lecturas y 

valoraciones.  

Los consejos de guerra sumarísimos de urgencia ejemplifican el 

«Derecho de autor» por el cual los encausados quedan condenados no por los 

hechos probados, sino por ser quienes son: los enemigos del «Glorioso 

Movimiento Nacional». Tras escribir cinco libros y diferentes trabajos sobre el 

tema coincido con la práctica totalidad de los colegas que han analizado la 

jurisdicción militar durante la posguerra. Todos admitimos el debate y la 

necesidad de rectificación ante nuevas pruebas o testimonios. Otros sujetos, 

ajenos al ámbito académico, optan por el insulto, el acoso y la difamación como 

paso previo a una demanda judicial. Y alguien, en un juzgado donde de acuerdo 

con la doctrina del Tribunal Supremo solo se debe aplicar el Derecho sin 

necesidad de enjuiciar la Historia, ha considerado oportuno condenarme por 

afirmar lo mismo que numerosos colegas universitarios.  

La sentencia así resulta no solo ejemplar como aviso para caminantes, 

sino también propia del citado «Derecho de autor» (Tébar Rubio Manzanares, 

2015 y 2017), donde nunca hay pruebas de descargo y los avales positivos 

resultan ignorados. Incluso cuando vienen firmados por «personas de probada 

solvencia moral», que en este caso bien podrían ser los miembros del CNEAI 

que me han aprobado seis sexenios por una actividad investigadora ajena a los 

«libelos difamatorios» supuestos por el demandante. Al menos, he contado con 

una defensa, una fiscalía y las debidas garantías jurídicas, a diferencia de lo 

sucedido en los sumarísimos de urgencia. La diferencia es notable, permite 

seguir confiando en la administración de justicia y la tranquilidad del trabajo 

responsable se acrecienta cuando cuenta con el respaldo de la comunidad 

universitaria. 

En realidad, resulta difícil aceptar que la sentencia venga motivada por 

cuestiones como conservar «un recuerdo tenebroso» del alférez -algo que afecta 

a la memoria compartida con los familiares de las víctimas- o extralimitaciones 

acerca de sus competencias. De hecho, nunca aclara cómo debiera ser ese 

recuerdo o cómo debiera caracterizar las actuaciones del secretario instructor en 

el Juzgado Militar de Prensa. La sentencia, y así ha sido vista por otros colegas 

universitarios, en el fondo descalifica la tarea de un historiador no dispuesto a 

blanquear la realidad documentada de un sistema represivo que acabó con la 

vida de decenas de miles de personas. La tarea no es individual, sino colectiva 

porque la existencia de esa represión ya forma parte de las conclusiones 
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consensuadas en el debate historiográfico presente en nuestras universidades. 

La juzgadora tendría sobradas razones para rebatirme en un hipotético debate 

histórico que yo aceptaría de buen grado, pero a los hechos probados me remito 

y a mi interpretación, tal vez equivocada, de los mismos como historiador. Así 

lo he expuesto sin insultos o expresiones vejatorias y con el respeto que merece 

cualquier instancia jurídica. Quede constancia con independencia de los 

recursos presentados para que este litigio nunca suponga un paso atrás en las 

tareas de quienes por, obligación deontológica, debemos esclarecer el pasado, 

incluso el más oscuro y desagradable. 
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